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FUNDAMENTOS

Durante  las  últimas  décadas,  en  los 
ámbitos local, provincial, nacional, regional e internacional 
de los derechos humanos, se ha desarrollado una importante 
legislación en materia de derechos de las mujeres y personas 
LGBTI+, orientada a garantizar una vida libre de violencias. 

Distintos  hechos  de  violencia  contra 
mujeres y diversidades ocurridos en los últimos años en la 
Argentina, y especialmente en nuestra provincia, han dejado al 
desnudo situaciones donde los derechos humanos de mujeres y 
diversidades han sufrido graves violaciones.

El derecho humano a recibir asistencia y 
protección frente a todas las formas de violencias de género, 
establece la obligación de los Estados a actuar con la debida 
diligencia a los fines de prevenir, investigar y sancionar los 
mismos,  así  como  a  garantizar  a  las  víctimas  el  acceso 
efectivo a la justicia y a una reparación integral.

En  la  presente  iniciativa  resulta 
necesario incorporar una perspectiva intercultural relacionada 
con los procedimientos (administrativos y judiciales) en los 
casos  de  mujeres  y  diversidades  integrantes  de  comunidades 
mapuche, que vienen sufriendo distintos tipos y modalidades de 
violencia por razones de género, sumado a patrones racistas 
que se manifiestan en reiterados y cada vez más habituales 
discursos de odio. 

La  violencia  de  género  es  uno  de  los 
flagelos sociales que no distingue épocas, ni rangos sociales, 
ni  culturales,  ni  niveles  de  formación  de  víctimas  y 
victimarios.  

Lesiona los derechos humanos a la vida, 
a la integridad física, a la dignidad y a la salud de las 
personas y, además, afecta a los niños y niñas que asisten a 
un  modelo  de  convivencia  que  perpetúa  la  violencia  y  la 
coerción a través de la dominación del hombre hacia la mujer. 

“La violencia es el arma por excelencia 
del  patriarcado.  Ni  la  religión,  ni  la  educación,  ni  las 
leyes,  ni  las  costumbres  ni  ningún  otro  mecanismo  habría 
conseguido la sumisión histórica de las mujeres, si todo ello 
no hubiese sido reforzado con violencia”. (Varela, 2005, p. 
213).  Feminismo  para  principiantes.  Ediciones  B. 
https://drive.google.com/file/d/1BY0rhaDWpQkXWv93n7k1bRC8HPJqy
WF8/view 

https://drive.google.com/file/d/1BY0rhaDWpQkXWv93n7k1bRC8HPJqyWF8/view
https://drive.google.com/file/d/1BY0rhaDWpQkXWv93n7k1bRC8HPJqyWF8/view
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Según  un  informe  del  Observatorio 
“Adriana Marisel Zambrano”1, en los primeros tres meses de 
2025, Argentina registró un total de ochenta (80) muertes en 
manos de la violencia machista, discriminadas en 77 femicidios 
y femicidios vinculados de mujeres y niñas y 3 femicidios 
vinculados de varones adultos. 

Es  importante  destacar  que  63  hijas  e 
hijos quedaron sin madre como consecuencia de estos crímenes, 
y que el 48% de ellos son menores de edad. 

Además,  se  observa  una  tendencia 
preocupante en relación a que los agresores son parte del 
entorno  familiar  de  las  víctimas.  Así,  el  59%  de  los 
victimarios  eran  parejas  o  ex  parejas.  El  informe  indica, 
asimismo,  que  el  65%  de  los  femicidios  ocurrieron  en  la 
vivienda  de  la  víctima  o  en  el  hogar  compartido  con  el 
agresor, lo que señala que éste sigue siendo un lugar de alto 
riesgo para las mujeres en situación de violencia. 

En  2004,  este  Observatorio  denunciaba 
que, desde el 1° de enero al 31 de diciembre de 2024, se 
produjeron  283  femicidios,  3  lesbicidios,  8 
tras/transvesticidios y 24 femicidios vinculados a varones.2 

Las cifras aumentan año tras año.

Río  Negro,  no  escapa  a  esta  realidad. 
Durante el período 2020–2024 se registraron 13 femicidios en 
la provincia. 

Según  el  informe  estadístico 
correspondiente  al  año  2024,  elaborado  por  el  Área  de 
Planificación Estratégica del Poder Judicial de Río Negro, en 
la  provincia  se  registraron  20.706  nuevos  ingresos  para 
trámites en los Juzgados y Unidades Procesales de Familia, lo 
que representa un aumento del 5,33 % respecto al mismo período 
del  año  2023.  Los  procesos  vinculados  a  situaciones  de 
violencia  constituyen,  una  vez  más,  el  grupo  más  numeroso 
dentro  del  fuero,  una  tendencia  que  se  ha  sostenido  en 
informes anteriores.

Los datos referenciados a nivel nacional 
y provincial en lo que va del año 2025, reflejan una situación 
grave  y  persistente  por  la  que  atraviesas  mujeres  y 
diversidades  en  un  contexto  de  creciente  vulnerabilidad 
social. 

1  Observatorio Adriana Marisel Zambrano. La Casa del Encuentro.
2  Informe anual 2024 del Observatorio de Femicidios en Argentina “Adriana Marisel 

Zambrano”. La Casa del Encuentro.
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Preocupa aún más, que en algunos de los 
casos que llegan a ser tratado en las agencias del Estado con 
competencia  en  la  materia,  no  se  ha  frenado  la  violencia 
contra mujeres y diversidades. 

Existen casos de víctimas de femicidio 
que realizaron denuncias previas o que contaban con medidas 
cautelares de prevención dictadas para su protección.  Ello 
evidencia  claras  fallas  en  el  sistema  de  protección  que 
necesariamente debe ser fortalecido.

A  modo  ilustrativo,  cabe  poner  de 
relieve los datos oficiales recientemente informados respecto 
a una sola de las ciudades de Río Negro y que -sin duda- se 
replican en otras localidades y parajes de esta provincia: En 
el primer semestre del 2025, la Comisaría de la Mujer de San 
Carlos  de  Bariloche  registró  706  exposiciones  policiales 
enmarcadas en la Ley provincial N°3040 y 16 comprendidas en la 
Ley  nacional  26.485  de  Protección  Integral  para  Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los 
Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales. 
Teniendo presente que, durante el año 2024 (en 12 meses) ese 
mismo informe oficial arrojaba el escalofriante número de 721 
denuncias, las cifras evidentemente crecieron, sin dejar de 
hacer  mención  a  los  hechos  que  constituyen  violencia  por 
razones de género que no son denunciados.

“Uno de los motivos por los que se tolera 
la  violencia  de  género  en  una  pareja  es  la  dependencia 
económica.  En  este  contexto  de  crisis,  muchas  mujeres  no 
denuncian para priorizar que sus hijos tengan un plato de 
comida.  Soportan  trabajos  precarios  y  deben  recurrir  a 
mediaciones constantes para garantizar la cuota alimentaria 
que  les  corresponde  a  los  padres  y  que  muchas  veces  no 
cumplen”,  describió  Lorena  Sagaut,  de  la  Subsecretaría  de 
Políticas contra las Violencias por Motivos de Género de Río 
Negro.
https://www.anbariloche.com.ar/noticias/2025/07/21/99168-
numeros-que-duelen-mas-de-700-denuncias-por-violencia-
intrafamiliar-en-bariloche

El último femicidio registrado en nuestra 
provincia, ocurrió precisamente en la ciudad rionegrina de San 
Carlos de Bariloche.

Cristina Stefanía Civardi, tenía 22 años. 
El día 30 de julio de 2025, recibió un tiro en su cuello de 
parte de su actual pareja, hecho que le provocó la muerte 
inmediata en su vivienda ubicada en Barrio Lera de la ciudad 
de San Carlos de Bariloche.
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El  proyectil  calibre  9  milímetros  que 
mató a Stefi, como la llamaban su familia y amigos, salió de 
un arma reglamentaria perteneciente a la Policía de Río Negro.

La  fiscal  interviniente  calificó  de 
manera  provisional  el  hecho,  como  homicidio  triplemente 
calificado por el vínculo, en razón de haber sido cometido por 
un  hombre  contra  una  mujer  mediando  violencia  de  género 
(femicidio) y por el empleo de un arma de fuego.

El actual imputado por el femicidio de 
Stefi, fue considerado autor de otros hechos de violencia de 
género que se produjeron anteriormente donde resultó víctima 
una ex pareja, pero inexplicablemente, había sido beneficiado 
con una “probation” en el año 2023, a cumplirse en la costa 
atlántica  rionegrina. 
https://www.rionegro.com.ar/justicia/bariloche-el-policia-
imputado-por-el-femicidio-de-su-novia-tenia-un-antecedente-
por-violencia-de-genero/

El  día  sábado  pasado,  familiares, 
organizaciones  y  vecinos  marcharon  por  las  calles  de  San 
Carlos de Bariloche exigiendo justicia.

En esa oportunidad, Claudia Quiroga de la 
Multisectorial de Mujeres y Disidencia, además de acompañar 
ese  reclamo,  pidió  en  forma  pública,  la  sanción  de  la 
legislación que declare la emergencia social en violencia por 
razones  de  género.  Manifestó  que  este  hecho  se  da  en  un 
contexto de desmantelamiento de todos los programas contra la 
violencia  de  género  y  reclamó  que  el  Estado  se  haga 
responsable.  Mujeres Bariloche | Facebook

Por Stefanía y por todas las mujeres y 
disidencias que perdieron sus vidas a causa de la violencia 
por razones de géneros, resulta necesario recordarlas (en este 
caso, por razones de brevedad, nos limitamos a los últimos 4 
años).

Nahiara Miranda (3 años) de Los Menucos
Agustina Atencio (17 años) de Catriel
Carolina Rivero (28 años) de San Antonio Oeste
Mónica Lescano (25 años) de General Roca.
Claudia Casmuz (28 años) de General Roca. 
Jaqueline Pino (43 años) de Allen.
Brenda Huenchupa Díaz (30 años) de San Carlos de Bariloche
Sofía Vera (42 años) de General Roca
Agustina Fernández (19 años) de Cipolletti
Patricia Rodríguez Rendón (31 años) de Catriel
Eduarda Santos (27 años) de Bariloche.
Silvia Martín (67 años) de San Carlos de Bariloche
Marisa Galdame (30 años) de Allen
Silvia Cabañares (28 años) de Balsa Las Perlas

https://www.facebook.com/100003876176485/posts/3328462093959630/?rdid=aL1pWRqiENGhvquB
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Marisa Coliman (44 años) de Luis Beltrán
Agostina Ríos (21 años) de General Roca
Natalia Brenda Navarrete (37 años) de San Antonio Oeste.
Nicole Posada (27 años) de Roca.
Karina Muñoz (45 años) de Choele Choel
Carolina Calfular (29 años) de El Bolsón.
Cristina Stefanía Civardi(22 años) de San Carlos de Bariloche, 
entre otras.

Evidentemente esta sucesión de femicidios 
requiere del Estado provincial el fortalecimiento de políticas 
específicas de atención, acompañamiento y prevención, a la vez 
que exige a la sociedad en su conjunto, un fuerte compromiso 
ya que la violencia hacia las mujeres y diversidades, es una 
cuestión de derechos humanos, pero también de salud pública y 
seguridad ciudadana.

En  este  contexto  tan  hostil,  donde  la 
violencia  hacia  mujeres  y  disidencias  se  agrava 
constantemente,  las  organizaciones  feministas  se  agrupan  y 
organizan  en  representación  de  un  transfeminismo  popular. 
Estas entienden a los feminismos como un movimiento amplio 
que, con el horizonte puesto en la igualdad, abraza a todas 
las personas oprimidas y sus históricas luchas.

De  esta  forma,  recuperan  múltiples 
experiencias y aprendizajes que conforman una pluralidad de 
voces, las cuales exigen y replantean que los femicidios son 
expresión  de  dolor,  de  pedidos  de  auxilio  que  no  fueron 
escuchados. Muchas de las mujeres y disidencias que hoy no 
están  habían  denunciado  previamente,  pero  muchas  otras  ni 
siquiera pudieron hacerlo.

Asimismo,  se  proponen  seguir 
organizándose mediante la herramienta de la educación popular, 
realizando  actividades  que  contribuyan  a  la  transformación 
social  y  a  una  reflexión  crítica  sobre  la  cultura  y  las 
relaciones sociales que la sostienen, tales como la revisión 
de  conceptos  naturalizados  que  promueven  la  desigualdad  de 
género.

LOS SERVICIOS DE ATENCIÓN (SAT)

De  acuerdo  a  datos  oficiales,  en  Río 
Negro, existen 11 dispositivos ubicados en Viedma, San Antonio 
Oeste, Sierra Grande, Villa Regina, Valle Medio, Cipolletti, 
San Carlos de Bariloche, El Bolsón e Ingeniero Jacobacci.

Mediante  la  declaración  de  emergencia 
social dispuesta en el artículo 1° de la presente ley, se 
propone ampliar los mismos, a los fines de la presencia de los 
SAT en todas las localidades de la Provincia de Río Negro. 
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EL PLAN NACIONAL DE ACCIÓN CONTRA LAS VIOLENCIAS POR MOTIVO DE 
GÉNERO 2020-2022. EL CAMBIO DE PARADIGMA

Fue implementado como histórica política 
pública  por  el  ex  Ministerio  de  las  Mujeres,  Géneros  y 
Diversidad de la Nación. Su propósito fue abordar de manera 
participativa,  federal,  multiagencial,  transversal  e 
interseccional una problemática estructural como lo son las 
situaciones de violencias por motivo de género. Su objetivo 
central  fue  la  construcción  de  una  sociedad  más  justa, 
igualitaria y sin violencias contra mujeres y LGBTI+.

La  participación  y  el  respeto  al 
federalismo  se  garantizó  con  la  implementación  de  Foros 
Federales virtuales y presenciales donde participaron además 
de  las  agencias  de  los  estados  nacional,  provincial  y 
municipales,  colectivos  de  mujeres  y  diversidades, 
organizaciones sociales, políticas, indígenas y sindicales de 
todo el país. 

Este  PLAN  NACIONAL  incorporó  los 
derechos establecidos en la Ley de Identidad de Género, lo 
cual  significó  un  cambio  de  paradigma  en  relación  con  el 
abordaje de las violencias por motivos de género.

Lamentablemente,  este  gran  antecedente 
institucional fue desmantelado por el actual gobierno nacional.

NORMATIVA INTERNACIONAL, REGIONAL Y NACIONAL

-1979. La “Convención sobre la Eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer” (CEDAW), goza de jerarquía 
constitucional  (artículo  75  inciso  22  de  la  Constitución 
Nacional)  y  forma  parte  del  sistema  de  protección  de  la 
Organización de las Naciones Unidas. Mediante la recomendación 
General n°193, se establece que: “la violencia contra la mujer 
es  una  forma  de  discriminación  que  inhibe  gravemente  la 
capacidad de la mujer de gozar de derechos y libertades en pie 
de igualdad con el hombre”.

Ello  obliga  a  los  Estados  a  adoptar 
medidas efectivas para superar todas las formas de violencia 
basadas en el género. Por su parte, la recomendación General 
n° 354 del año 2017, define el concepto de violencia contra 

3  Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer 
(CEDAW), Recomendación General 19 sobre “La violencia contra la 
mujer”,  de  1992.  Documento  disponible  en: 
https://tbinternet.ohchr.org/Treaties/CEDAW/Shared
%20Documents/1_Global/INT_CEDAW_GEC_3731_S.pdf 4 CEDAW

4  Recomendación general num. 35 sobre la violencia por razón de 
género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación 
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las mujeres por motivos de género de la siguiente manera: “El 
concepto de “violencia por razón de género contra la mujer” se 
utiliza como un término más preciso que pone de manifiesto las 
causas  y  los  efectos  relacionados  con  el  género  de  la 
violencia. (Párrafos 8 y 9).

La CEDAW fue aprobada en nuestro país mediante ley n° 23.179.

-1994. La “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y  Erradicar  la  Violencia  contra  la  Mujer”,  (Convención  de 
Belém do Pará), pertenece al ámbito del sistema interamericano 
de  protección.  Fue  aprobada  en  Argentina  mediante  la  Ley 
24.632. 
Su trascendencia radica en ser el primer instrumento regional 
por  el  cual  se  reconoce  el  derecho  a  una  vida  libre  de 
violencias como un derecho humano y en detallar los deberes de 
los  Estados  Parte  en  materia  de  prevención,  sanción  y 
erradicación de las violencias de género. 

El  Mecanismo  de  Seguimiento  de  la 
Convención de Belém do Pará, ha destacado la necesidad de 
modernizar la legislación sobre violencia contra las mujeres 
mediante  el  uso  de  leyes  integrales  de  violencia,  lo  que 
permite dar un tratamiento unificado y coherente a diversas 
formas  de  violencia  contra  la  mujer  desde  las  políticas 
públicas, la justicia, la investigación y la recolección de 
datos y estadísticas.

En  el  mismo  instrumento  se  expresa: 
“Aunque se ha avanzado considerablemente en toda la región en 
promover la interpretación de la violencia contra la mujer 
como  una  violación  de  los  derechos  humanos,  las  actitudes 
patriarcales y los estereotipos profundamente arraigados con 
respecto a las funciones y responsabilidades de las mujeres y 
los hombres en la familia y la sociedad siguen reforzando la 
desigualdad”  

Se  sostiene  que  “…los  estereotipos 
patriarcales  persisten  como  el  principal  obstáculo  para  la 
igualdad y el respeto de los derechos de las mujeres”.

-2002.  Argentina  ratificó,  mediante  la  ley  25.632,  la 
“Convención  de  las  Naciones  Unidas  contra  la  Delincuencia 
Organizada Transnacional” y sus protocolos facultativos. Entre 
ellos  se  destaca  el  Protocolo  para  Prevenir,  Reprimir  y 
Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños 
(Protocolo de Palermo).

EL CONCEPTO DE “LA DEBIDA DILIGENCIA REFORZADA”

general num. 19, CEDAW/C/GC/35, 26 de julio de 2017.
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La  Corte  Interamericana  de  Derechos 
Humanos fijó un alto estándar en materia de protección hacia 
mujeres y diversidades al desarrollar el concepto de “debida 
diligencia  reforzada”  para  marcar  cuáles  son  los  deberes 
estatales en la materia. 

Con  esta  Jurisprudencia,  la  CIDH 
estableció como irrenunciable para los Estados: el deber de 
prevención y protección calificado o “reforzado”, en razón de 
su  posición  de  garante  frente  a  patrones  de  violencia 
estructural. 

Según la CIDH, es obligación ineludible 
del  Estado  cumplir  con  la  debida  diligencia  en  casos  de 
violencias de género incluyendo el deber de contar con un 
marco jurídico adecuado de protección.

La  Corte  Interamericana  de  Justicia 
exige  implementar  una  estrategia  de  prevención  amplia, 
dirigida a evitar y en su caso a eliminar los factores de 
riesgo para fortalecer las instituciones a los fines de que 
puedan  proporcionar  una  respuesta  efectiva  a  los  casos  de 
violencias  contra  las  mujeres  y  garantizar  una  adecuada 
reparación.5

LOS  PRINCIPIOS  DE  YOGYAKARTA.  APLICACIÓN  DE  LA  LEGISLACIÓN 
INTERNACIONAL  DE  DERECHOS  HUMANOS  CON  RELACIÓN  A  LA 
ORIENTACIÓN SEXUAL E IDENTIDAD DE GÉNERO

En  el  ámbito  de  las  Naciones  Unidas, 
durante el año 2023, se aprobaron los “Principios sobre la 
aplicación de la legislación internacional de derechos humanos 
con relación a la orientación sexual y la identidad de género” 
(Principios de Yogyakarta). 

Dicho  documento,  si  bien  no  resulta 
vinculante  para  los  Estados  parte,  establece  estándares 
legales  en  materia  de  prevención  y  erradicación  de  la 
violencia, abuso y discriminación sistemática que sufren las 
personas LGBTI+. 

Tanto el “Mecanismo de Seguimiento de la 
Convención de Belém do Pará (MESECVI)”6 como el Comité CEDAW7, 
instaron  al  Estado  argentino  a  garantizar  el  acceso  a  la 
justicia a todas las mujeres, sin hacer distinción por razones 

5  Corte  IDH,  caso  “González  y  otras  -‘Campo  Algodonero’-  vs. 
México”, sentencia de 16 de noviembre de 2009, Serie C N° 205, 
párr. 236, entre otros).  cit., párr. 258 24 24.

6  Mecanismo de seguimiento de la Convenci´pn de Belén do Pará 
(MESECVI)

7  Comité de la CEDAW.
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de diversidad sexual, identidad de género, etnia, condición de 
mujer rural o afrodescendiente, ni por tratarse de mujeres con 
discapacidad,  privadas  de  la  libertad,  migrantes  o 
desplazadas, a través de mecanismos reales que permitan contar 
con servicios de calidad en toda la ruta institucional de 
atención,  investigación  y  enjuiciamiento.  (Cf.  CIDH, 
“Violencia Contra Personas Lesbianas, Gays, Bisexuales, Trans 
e Intersex en América”, OAS/Ser.L/V/II.rev.2 Doc. 36, 12 de 
noviembre  2015,  párr.  52.  Al  respecto,  ver:  Informe  del 
Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará 
(MESECVI)  sobre  Argentina,  del  31  de  octubre  de  2017, 
disponible  en: 
https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/FinalReport2017-
Argentina.pdf

Para obtener mayor información se puede 
consultar  en  Comité  CEDAW,  “Observaciones  finales  sobre  el 
séptimo  informe  periódico  de  la  Argentina”,  del  26  de 
noviembre  de  2016,  disponible  en: 
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Do
wnload.aspx?symbolno=CEDAW/C/ARG/CO/7&Lan  g=Sp  10,  en 
https://www.oas.org/es/mesecvi/nosotros.asp y  en 
https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cedaw/pages/cedawindex.aspx.
LEGISLACIÓN RIONEGRINA:

En Río Negro se encuentra vigente la ley 
Nº3040,  sancionada  el  16  de  octubre  de  1996:  “Ley  de 
Protección Integral contra la Violencia en el ámbito de las 
Relaciones Familiares”. El Estado Provincial, mediante esta 
ley reconoce que la violencia en la familia constituye una 
violación a los derechos humanos. 

Por  su  parte,  como  objeto  de  la 
normativa, se establecen las garantías, principios, acciones y 
procedimientos  destinados:  a)  La  prevención,  sanción  y 
erradicación de la violencia en el ámbito de las relaciones 
familiares y b) La asistencia integral de los integrantes de 
las familias involucradas en situaciones de violencia. 

El  artículo  3º  ordena  al  Estado 
Provincial  garantizar  a  las  familias  involucradas  en 
situaciones  de  violencia:  1.-  La  adopción  de  medidas  de 
prevención, protección y asistencia oportunas y adecuadas. 2.- 
El  acceso  efectivo  a  los  procedimientos  administrativos  y 
judiciales  y  3.-  El  ejercicio  de  la  acción  judicial 
pertinente.

En  el  año  2007,  es  sancionada  la  ley 
4573 por la cual se modifica en forma integral la ley 3040.

https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cedaw/pages/cedawindex.aspx
https://www.oas.org/es/mesecvi/nosotros.asp
https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/FinalReport2017-Argentina.pdf
https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/FinalReport2017-Argentina.pdf
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Siguiendo  con  la  enumeración  de  la 
normativa provincial, mediante la ley 4650,8 la provincia de 
Río Negro adhiere a la Ley Nacional Nº 26.485 de “Protección 
Integral  para  prevenir,  sancionar  y  erradicar  la  violencia 
contra  las  mujeres  en  los  ámbitos  en  que  desarrollen  sus 
relaciones interpersonales”.

En su artículo 2º, se establece que el 
Superior Tribunal de Justicia tiene a su cargo los registros 
sociodemográficos de las denuncias con los alcances dispuestos 
en el artículo 37° y siguientes de la Ley Nacional.  

Un año antes, en 2010, la Ley Provincial 
S nº 4510 de mi autoría, creó en el ámbito de la Policía de 
Río Negro las “Oficinas Tutelares de la Mujer, el Niño y la 
Familia” en el marco del artículo 48 de la Ley Provincial S nº 
1965 y del artículo 16 de la Ley Provincial D nº 3040 y sus 
modificatorias.

Lamentablemente,  y transcurridos  quince 
años, aún se encuentra sin ser implementada en su totalidad.

Las llamadas “Comisarías de la Mujer” tienen como funciones:

a) Tomar  intervención  en  los  delitos  dependientes  de 
acción  pública  y  de  acción  privada  cuando 
corresponda, en los que resultaren víctimas mujeres y 
menores.

b) Recibir exposiciones policiales relacionadas con la 
materia.

c) Instruir sumarios y aplicación de causas judiciales 
relacionadas con violencia familiar.

d) Confeccionar estadísticas.

e) Orientar,  asesorar,  contener  y  derivar  hacia  los 
organismos dispuestos en el artículo 6º (Ley 4510) 
para la atención interdisciplinaria en forma gratuita 
a las víctimas de violencia familiar.

De acuerdo a la respuesta al Pedido de 
Informes elevado desde la Legislatura de Río Negro destinado 
al Ministerio de Seguridad y Justicia de la Provincia respecto 
al  cumplimiento  de  la  ley  4510,  en  la  actualidad,  las 
Comisarías de la Mujer funcionan en todas las localidades de 
la  Provincia,  salvo,  en  las  localidades  de  Cervantes, 
Chichinales, Chimpay, Comallo, Coronel Belisle, Contralmirante 
Cordero, Darwin, Dina Huapi, General Enrique Godoy, Guardia 

8  Ley 4650. Adhiere a la Ley Nacional n°26.485. Fecha de sanción 
5/5/2011.
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Mitre, Lamarque, Mainqué, Ramos Mexía, Pilcaniyeu, Pomona y 
Ñorquinco.

En los Comisionados de Fomento, sólo en 
la Comuna de San Javier.

Asimismo,  la  respuesta  de  la  entonces 
Jefa de la Policía de Río Negro, elaborada en el mes de mayo 
de  2024,  indica:  “…teniendo  en  cuenta  que  luego  de  un 
incidente de violencia, toda víctima puede estar en un estado 
de  shock  e  incapacitada  para  tomar  decisiones  que  podrían 
modificar su vida futura, es por ello que la policía debe 
brindar seguridad a la víctima en el corto plazo, procurar que 
sea asistida por un médico en caso de corresponder, así como 
también  por  el  equipo  técnico  de  la  unidad.  Asimismo,  se 
promueve acciones para articular el equipo conjunto entre la 
Unidad Especial de Policía y las demás instituciones estatales 
y de la Sociedad Civil Organizada, que puedan dar respuestas 
cuando se necesite proteger a una víctima; de manera tal de 
contar con información acerca de las instituciones u hogar de 
tránsito,  si  es  que  existieren  en  otra  jurisdicción  para 
asesorar a la víctima, en caso de que la situación requiera el 
albergue  la  misma  en  otro  lugar  físico,  debido  a  que  la 
permanencia en su domicilio, implica una amenaza inminente a 
su integridad física, psicológica o sexual, o la de cualquier 
integrante del grupo familiar…”. 

Por otro lado, el Ministro de Seguridad 
y Justicia, Crio. Miguel Jara, en nota de fecha 30 de mayo de 
2024, responde: ”…es dable destacar que la víctima es asistida 
por  personal  policial  especializado  en  la  atención  de 
situaciones de violencia familiar y por motivos de género (Ley 
Nacional 26.485 y Código Contravencional Ley 5592), quienes 
brindan la contención y asesoramiento necesario al momento de 
recepcionar  a  los  destinatarios.  En  el  marco  de  ello,  el 
personal policial deberá respetar los principios de gratuidad, 
confidencialidad  y  celeridad  para  evitar  la  victimización 
institucional. A su vez, deberá informar todo lo actuado a los 
organismos correspondientes que se encuentran disponibles en 
la jurisdicción de las Comisarías de la Familia u Oficinas de 
Familia, a los fines de no superponer acciones y recursos 
(Juzgado de Paz, Juzgado de Familia, Subsecretaría de Estado 
de niñez, adolescencia, familia, SAT, Subsecretaría de Adultos 
Mayores, Organizaciones no gubernamentales, entre otras) …“.

De dicha respuesta, dejan a las claras 
la necesidad de contar con las políticas públicas necesarias 
que se proponen a través del presente proyecto de ley. Resulta 
necesario destacar que, por un lado, se destaca el rol de las 
Comisarías  de  la  Mujer  y  por  otro  lado,  se  determina  la 
necesidad de refugios, lo cual evidencia que éstos no solo son 
necesarios al momento de dar respuesta institucional a las 
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situaciones  de  violencia,  sino  que  en  gran  parte  de  la 
provincia, dichos espacios no existen.

En síntesis, Río Negro necesita en forma 
urgente instrumentar los mecanismos para hacer efectiva la ley 
de  las  “Comisarías  de  la  Mujer”  en  cada  municipio  de  la 
provincia. Hasta que esto no sea cumplido, miles de mujeres no 
tendrán  la  oportunidad  de  acceder  a  la  Justicia  y,  por 
consiguiente, de hacer valer el derecho a la tutela judicial 
efectiva frente a un Estado que tiene el deber de protegerlas.

Por su parte, la ley 4845 del año 2013, 
creó el “OBSERVATORIO DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES” en el 
ámbito del Consejo Provincial de la Mujer. Su objetivo fue 
brindar información para el diseño, implementación y gestión 
de  políticas  públicas  tendientes  a  la  prevención  y 
erradicación de la violencia contra las mujeres y su objeto, 
es  la  recolección,  monitoreo,  producción,  registro  y 
sistematización de datos e información.

No obstante, las estadísticas publicadas 
por el Observatorio, estas sólo incluyen datos hasta el año 
2022, no habiendo informes publicados correspondientes a los 
años 2023, 2024 y 2025.

La  modificación  de  la  ley  sancionada 
durante  este  año,  de  autoría  de  las  legisladoras  Cévoli, 
Escudero y Agostino, incluyen un nuevo paradigma, incorporando 
los casos de violencia por razones de género y extendiendo su 
objeto  a  aquellas  violencias  ejercida  contra  mujeres  y 
diversidades. Asimismo, dicha reforma tuvo como objetivo, la 
necesidad  de  actualizar  las  estadísticas  y  cumplir  con  su 
finalidad original.
 
PROYECTO DE LEY DE EMERGENCIA SOCIAL EN MATERIA DE VIOLENCIA 
POR RAZONES DE GÉNERO PRESENTADO EN EL CONGRESO NACIONAL

Durante mi gestión en el Senado de la 
Nación  junto  a  mujeres  y  organizaciones  de  todo  el  país, 
especialmente de Río Negro, presentamos el Proyecto de Ley 
Nº1581/19, cuyo objeto fue declarar la emergencia pública en 
materia social por Violencia Contra las Mujeres en todo el 
territorio de la Nación por un término de dos años. 

Este  proyecto  se  sumó  a  otras 
iniciativas en la misma línea, pero ninguno fue tratado y 
aprobado, a pesar que en Argentina muere una (1) mujer cada 26 
horas.

DECLARACIONES EN CIUDADES DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO
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En la mayoría de las localidades de Río 
Negro,  existen  espacios  institucionales  y  legislación 
tendiente  a  prevenir  y  erradicar  las  distintas  formas  de 
violencia  contra  las  mujeres  en  concordancia  con  la 
legislación nacional y provincial.

Desde  el  año  2012,  organizaciones  de 
mujeres de San Carlos de Bariloche, perteneciente a distintas 
organizaciones  sociales,  gremiales  y  políticas,  presentaron 
ante el Concejo Deliberante de esa ciudad, un petitorio con el 
fin que se declare la EMERGENCIA MUNICIPAL EN VIOLENCIA CONTRA 
LAS MUJERES, logrando dicha declaración y sucesivas prórrogas 
hasta el año 2022. 

En  la  misma,  señalan:  “profundamente 
conmovidas por los episodios de brutal violencia que se han 
suscitado  en  los  últimos  tiempos  en  nuestra  ciudad, 
solicitamos al Concejo Deliberante declare la Emergencia en 
Violencia contra las Mujeres y asimismo arbitre los medios en 
pos de facilitar la Emergencia Provincial y Nacional con el 
objeto de garantizar las condiciones de cumplimiento de las 
leyes vigentes destinadas a prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia  contra  las  mujeres  en  los  ámbitos  donde  se 
desarrollan sus relaciones interpersonales…”.

A su vez, reclamaron a los gobiernos y 
funcionarios urgentes medidas para la implementación de las 
leyes que previenen la violencia en todas sus formas que en 
forma  alarmante  se  acrecienta  día  a  día,  a  la  vez  que 
reclamaron  por  la  desnaturalización  de  la  violencia.  Para 
ello,  exigieron  decisión  política,  definiciones, 
financiamiento  y  efectivización  de  las  múltiples  medidas 
expresadas en ordenanzas, leyes provinciales y nacionales de 
prevención y asistencia ante las situaciones de violencia de 
modo de avanzar en:

 Protección efectiva a las mujeres, niñas y niños en 
riesgo y acoso permanente, por parte de los hombres 
violentos.  ¡Basta  de  incumplimiento  de  las 
restricciones judiciales sin pena inmediata!

 Sanción  mayor  e  inmediata  al  que  incumpla  la 
prohibición de acercamiento. Sanción a golpeadores y 
abusadores. Cárcel común y efectiva.

 Sanción  económica  a  los  incumplidores  de  la  cuota 
alimentaria.

 Que sean atendidos y considerados los hijos de padres 
violentos como víctimas ya que, en la mayoría de los 
casos, son usados por el violento para hostigar a la 
madre.

 Acceso a elementos que nos protejan ante situaciones 
límites como por ejemplo la pulsera antipánico.
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 Urgente  creación  de  espacios  de  atención  a  los 
victimarios,  donde  obligatoriamente  deberán  asistir 
golpeadores y abusadores.

 Basta de desprotección!
 Implementación  ya  de  una  línea  telefónica  (102) 

gratuita de orientación y asistencia.
 Por  políticas  de  prevención  efectivas,  barrio  por 

barrio.
 Por presupuesto acorde a las necesidades de la Casa 

Amulen (Casa Refugio). Recursos ya para realizar la 
ampliación edilicia; colocación del cerco perimetral y 
nombramiento de mayor cantidad de operadoras y equipo 
interdisciplinario completo.

 Por  la  Creación  de  las  Casa  de  las  Mujeres  en 
Bariloche”.

Firmaron:  “COMISION  PRO  ENCUENTRO  NACIONAL  DE  MUJERES  DE 
BARILOCHE - GRUPO SIEMPREVIVAS - MUJERES EN ACCIÓN - RED LAS 
UNAS Y LAS OTRAS - VECINAS Y MUJERES EN SITUACIÓN DE VIOLENCIA 
-  ASOCIACIÓN  TRABAJADORES  DEL  ESTADO  (ATE)  BARILOCHE  - 
DIRECCIÓN MUNICIPAL DE LA MUJER BARILOCHE - PARTIDO PROYECTO 
SUR BARILOCHE - PARTIDO COMUNISTA REVOLUCIONARIO BARILOCHE.

Cabe destacar que, si bien las medidas 
incluidas en la Emergencia se aplicaron de manera parcial, se 
exigió al Estado municipal y sus agencias, focalizar en la 
temática  denunciada  e  integrar  una  mesa  de  seguimiento 
coordinada  por  la  Defensoría  del  Pueblo,  habilitando  el 
diálogo y el seguimiento.

Por  su  parte,  en  la  Localidad  de  El 
Bolsón, el concejal (MC) Mario Scandizo y la actual concejala 
Rosa Monsalve presentaron un proyecto de ordenanza destinado a 
la “Declaración de Emergencia Pública en Materia Social por 
Violencia de Género”.

Previamente,  en  el  año  2013,  fue 
presentado  por  los  mismos  concejales,  otro  proyecto  de 
ordenanza destinado a la CREACIÓN DE UN CENTRO INTEGRAL PARA 
EL  TRATAMIENTO  DE  LA  VIOLENCIA  DE  GÉNERO,  compuesto  por 
profesionales  de  distintas  ramas,  de  carácter 
interdisciplinario e interministerial, cuyo objetivo fue la 
atención, tratamiento y seguimiento de las personas que son 
víctimas en situación de violencia de género.

Otras  localidades  de  Río  Negro, 
sancionaron iniciativas similares a nivel municipal.

LA SITUACIÓN DE LA REPUBLICA ARGENTINA EN MATERIA DE POLÍTICAS 
PÚBLICAS RELACIONADAS A PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA POR 
RAZONES DE GÉNERO.
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La  Casa  del  Encuentro  y  diversos 
colectivos, desde hace tiempo, vienen denunciando que -en la 
actualidad- nuestro país no cuenta con políticas de género 
vigentes.  “…Es necesario que nos unamos para tejer redes y 
construir  diálogos  multiactorales  e  intersectoriales  que 
permitan diseñar estrategias para exigir políticas públicas 
para  la  prevención  y  abordaje  de  la  violencia  sexista  y 
acompañamiento de víctimas…”.

https://www.lacasadelencuentro.org/
 
Claro  está  que  no  será  posible 

consolidar ni avanzar en la promoción y el cumplimiento de las 
obligaciones  del  Estado,  sin  políticas  específicas  que 
implementen los avances en materia legislativa, menos aún, con 
un Estado precario y desarticulado. 

La actual gestión de gobierno nacional 
desmanteló el Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad, 
una estructura creada por la administración precedente. Esta 
acción  se  justificó  desde  las  más  altas  esferas  oficiales 
paradójicamente,  en  los  avances  alcanzados  en  la  materia, 
producto de la sostenida lucha del movimiento de mujeres y 
feminista en múltiples esferas.

 
Sin  embargo,  la  nueva  administración 

adoptó  una  postura  de  negación  y  deslegitimación  de  las 
políticas de género implementadas hasta finales del año 2023. 

Ejemplo  de  esta  regresión  fue  la 
declaración del Ministro de Justicia y Derechos Humanos de la 
Nación, quien, en sintonía con el presidente de la Nación y 
otros funcionarios, expresó la intención de suprimir la figura 
de femicidio del Código Penal, bajo el argumento de la defensa 
del derecho a la "igualdad ante la Ley".

El  presidente  de  la  Nación,  por  su 
parte,  había  calificado  públicamente  al  feminismo  como  una 
"distorsión del concepto de igualdad." 

Esta confrontación ideológica y política 
se tradujo en un recorte presupuestario y la supresión de 
programas  esenciales  para  abordar  las  desigualdades 
estructurales y la problemática específica de la violencia de 
género.  

Tal  como  lo  expresa  el  movimiento  "Ni 
Una Menos", la actual gestión gubernamental ha implementado un 
retroceso  en  las  políticas  de  género  en  base  a  las 
declaraciones  oficiales  que  niegan  la  especificidad  de  la 
violencia  de  género  y  buscan  universalizar  recursos  de 
asistencia, en un contexto de desguace del Estado. 

https://www.lacasadelencuentro.org/
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Ello se tradujo en el desfinanciamiento 
del “Plan Nacional de Acción de la Ley 26.485” y de programas 
claves  como  “Acompañar”,  “Generar”,  “PAD”,  “Articular  y 
Producir”, entre otros. 

La  Línea  gratuita  144  sufrió  despidos 
masivos  y  reducción  presupuestaria,  afectando  su  capacidad 
operativa y difusión, así como los Programas de reparación 
económica como la “Ley Brisa”, que también fue afectada por 
una  drástica  disminución  del  financiamiento  para  su 
implementación.

Finalmente,  la  “Ley  Micaela”,  crucial 
para  la  capacitación  en  el  Estado,  fue  atacada  en  forma 
sistemática. Actualmente no se aplica a nivel nacional, como 
sucede con la ley de educación sexual integral (ESI).

Recientemente,  el  Gobierno  Nacional, 
dispuso la eliminación de otras dos políticas públicas que 
pertenecían a la órbita del ex Ministerio de Mujeres, Género y 
Diversidad:  El  programa  “ACERCAR  DERECHOS”  y  el  “REGISTRO 
NACIONAL DE ORGANIZACIONES DE GÉNERO”.

En  síntesis,  se  observa  un 
desmantelamiento  de  las  políticas  y  recursos  destinados  a 
abordar la violencia de género en el país.

En nuestra provincia, el área específica 
se  redujo  a  una  Subsecretaría  de  Políticas  contra  las 
Violencias por Motivos de Género, dependiendo del Ministerio 
de  Desarrollo  Humano  Cultura  y  Deportes.  Esta 
“desjerarquización”  de  la  principal  agencia  del  estado 
provincial,  autoridad  de  aplicación  de  toda  la  legislación 
protectoria provincial en materia de violencia por razones de 
género, explica el ínfimo presupuesto asignado en relación a 
las altas responsabilidades a su cargo. 

En  relación  al  Sistema  de  Atención 
territorial  (SAT)  para  mujeres  en  situación  de  violencia, 
podemos  indicar,  que,  si  bien  sigue  existiendo,  sufrió  el 
desmantelamiento  de  profesionales,  trabajadoras  y 
trabajadores,  debilitándose  de  esta  forma,  el  anclaje 
territorial por el cual, dicho programa fue diseñado. A la 
fecha los equipos atienden a la población que acude de acuerdo 
a la gravedad de las situaciones puntuales, abandonando de 
este modo el eje de territorialidad y de prevención. 

El  último  informe  de  la  Comisión 
Internacional de la ONU Mujeres señala con preocupación el 
debilitamiento de la institucionalidad de género en Argentina, 
con impactos directos sobre las políticas contra la violencia 
de género. 
REGISTROS DE PERSONAS DESAPARECIDAS o EXTRAVIADAS
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En  nuestra  provincia,  existen  casos 
donde no se conoce el paradero de mujeres o diversidades y la 
explicación oficial, en general, se inclina por presumir que 
se trata de ahogamientos en ríos de la región o a presuntos 
“suicidios” donde en cuerpo de la víctima no aparece.

Sin embargo, podría tratarse de casos de 
femicidios o de otros delitos complejos como la “trata de 
personas” que requieren de investigaciones con mayor grado de 
especificidad por parte del Ministerio Público y de la Policía 
de Río Negro.

En virtud de ello, mediante el artículo 
5°,  se  propone  la  creación  del  “Registro  de  Mujeres  y 
Diversidades  desaparecidas  y/o  extraviadas  por  presuntas 
causas de violencia por razones de género”. 

Su  objeto  será  visibilizar  la 
posibilidad  de  que  dichas  desapariciones  de  mujeres  y 
diversidades  con  paradero  desconocido,  tengan  su  origen  en 
situaciones de violencias por razones de género y de este 
modo, seguir líneas de investigación acordes a esa presunción 
para esclarecer los hechos.

En  el  Registro  a  crearse,  deberán 
registrarse los casos de mujeres y diversidades respecto de 
las cuales se desconozca su paradero y que por testimonios u 
otros  medios  de  prueba,  existieran  indicios  de  cualquier 
índole respecto a que dicha desaparición o extravío obedezca a 
causas de posible violencia por razones de género.

En dicho registro se deberán consignar 
las desapariciones y extravíos ocurridos durante los últimos 
diez (10) años y los que se produzcan en lo sucesivo.

El  mismo,  coordinará  acciones  con  el 
REGISTRO  de  personas  desaparecidas  a  cargo  del  área  de 
Derechos Humanos de la Provincia de Río Negro y funcionará en 
el ámbito de la autoridad de aplicación.

LA PORTACION DE ARMAS DE AGENTES DE LA POLICIA DE RIO NEGRO
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A  través  de  la  resolución  471/2020, 
Ministerio  de  Seguridad  de  la  Nación,  firmada  por  la  ex 
ministra Sabina Andrea Frederic (9 de diciembre de 2020) se 
dispuso la restricción de portación de armas al personal de 
las  fuerzas  de  seguridad,  denunciados  por  violencia  de 
género9.

En  ese  mismo  acto,  se  facultó  a  las 
autoridades de Ministerio a solicitar a la Policía Federal, 
Prefectura Naval, Gendarmería Nacional y Policía de Seguridad 
aeroportuaria  para  que  proceda  a  la  restricción  de  la 
portación,  tenencia  y  transporte  del  arma  de  dotación  al 
personal que se encuentre denunciado por violencia de género o 
intrafamiliar. 

Según  la  resolución  citada,  las 
modalidades  de  la  restricción,  puede  ser  de  carácter 
“preventivo o con medida cautelar”, entendiendo al primer caso 
cuando  “aún,  no  mediando  medida  cautelar  dictada  por  la 
autoridad judicial competente, y luego de la evaluación en 
concreto de una o más denuncias ingresantes por cualquier vía 
a la Dirección Nacional de Políticas de Género, sugieran que 
el arma de dotación pueda representar un riesgo inminente para 
la víctima", y en el segundo caso, “cuando el personal se 
viera alcanzado por alguna de las medidas dispuestas por los 
artículos 26 de la Ley N.º 26485 y/o 4.º de la Ley 24417". En 
este  último  supuesto,  la  restricción  podrá  ser  parcial  o 
total. 

De modo, que la restricción será parcial 
cuando permita "a la persona afectada por la medida utilizar 
el  arma  de  dotación  solamente  durante  la  jornada  laboral, 
debiendo depositarla en la armería de su destino al culminar 
la  misma",  mientras  que  la  restricción  total,  se  ordenará 
“ante la valoración de un caso grave, como abuso sexual o 
tentativa  de  abuso  sexual,  lesiones  graves,  intento  de 
homicidio/femicidio,  cuando  el  personal  denunciado  se 
encuentre  detenido  a  disposición  de  la  justicia  ante  la 
posible comisión de un ilícito”.

Agrega  la  normativa,  que  "intervendrá 
una Junta de Reconocimientos de Médicos a fines de evaluar el 
estado psicofísico del personal denunciado, como así también 
su aptitud para la portación de armamento". 

Dicha  normativa  se  fundamenta  en  la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la  Violencia  contra  la  Mujer  (“Convención  Belém  do  Pará”) 
aprobada por Ley 24.632, la Convención para la Eliminación de 

9  Resolución  471.  Ministerio  de  Seguridad  de  la  Nación.  9  de 
diciembre del 2020. SAIJ: NV27619.
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todas  las  Formas  de  Discriminación  contra  la  Mujer,  la 
Convención  sobre  los  Derechos  de  los  Niños,  la  Ley  de 
Ministerios (T.O. Decreto N° 438 del 12 de marzo de 1992) y 
sus modificatorias, la Ley de Seguridad Interior Nº 24.059 y 
sus  modificatorias,  la  Ley  Protección  contra  la  Violencia 
Familiar  N°  24.417,  la  Ley  de  Protección  Integral  de  los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes aprobada por Ley 
26.061, la Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en 
que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales Nº 26.485,entre 
otras.

Dentro  de  sus  fundamentos,  se  explica 
que dicha medida se adopta a fin de reducir la prevalencia de 
la violencia de género e intrafamiliar en las instituciones de 
seguridad, para lo cual, resulta preciso: ”…  potenciar las 
capacidades institucionales para facilitar las acciones que 
pueden prevenir la escalada de violencia una vez que ya se 
detectaron antecedentes en algún integrante de las fuerzas 
policiales  y  de  seguridad  federales….”.  Agrega,  que  el 
abordaje de la violencia de género y/o intrafamiliar, debe 
efectuarse  de  manera  integral  y  enfocarse  en  medidas  que 
permitan erradicar las condiciones y circuitos de reproducción 
y solapamiento. Que la violencia contra las mujeres es una 
problemática social que, en sus casos más extremos, pone en 
riesgo la vida y la integridad de las mujeres y, por lo tanto, 
su abordaje requiere de inmediatez ante las condiciones en las 
que se produce el fenómeno, las estrategias de intervención 
existentes  y  las  articulaciones  que  se  producen  entre  los 
distintos organismos intervinientes..”.

En 2021, los actuales legisladores José 
Luis Berros y Daniel Belloso, junto a los parlamentarios mc 
Alejandro Humberto Marinao, Gabriela Fernanda Abrham, Ignacio 
Casmiquela, Antonio Ramón Chioconi, María Inés Grandoso, María 
Eugenia Martini, María Alejandra Mas, Juan Facundo Montecino 
Odarda,  Daniela  Silvina  Salzotto,  presentaron  ante  esta 
Legislatura  un  pedido  de  informes  con  las  siguiente 
fundamentación:  “  Según  el  observatorio  de  Mujeres  de  la 
Matria  Latinoamericana  (MuMaLá),  el  12  por  ciento  de  los 
femicidios de este año (2021) sucedió a manos de personal de 
las fuerzas de seguridad. Del 12 por ciento, el 33 fue con 
arma reglamentaria. El relevamiento del Observatorio Ahora Que 
Sí Nos Ven revela que desde el 2018 hasta la actualidad, 214 
femicidas  pertenecen  o  han  pertenecido  a  alguna  fuerza  de 
Seguridad, de acuerdo al monitoreo de La Casa del Encuentro. 
Por su parte, el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) 
señala  que  solamente  en  AMBA,  en  una  década,  al  menos  48 
mujeres  fueron  asesinadas  por  sus  parejas  o  exparejas 
policías;  17  de  ellas  eran  funcionarias  de  seguridad.  La 
mayoría tenía menos de 35 años y muchas eran madres o estaban 
embarazadas  cuando  las  mataron.  La  portación  de  arma 
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reglamentaria las 24 horas, amparada en el “estado policial”, 
pone en riesgo a las mujeres que conviven con integrantes de 
las  fuerzas  de  seguridad:  en  los  casos  en  los  que  existe 
violencia machista es posible utilizar el arma para hostigar, 
amenazar, herir o matar…”.

En  dicho  pedido  de  informes,  se 
requería, entre otros datos oficiales, se informe y detalle 
sobre femicidios y travesticidios perpetrados por efectivos 
policiales en la Provincia de Río Negro en los diez últimos 
años;  se  detalle  qué  porcentaje  de  estos  crímenes  son 
cometidos  con  armas  reglamentarias  y  se  informe  sobre  la 
cantidad de efectivos policiales denunciados por violencia de 
género en el ámbito provincial en ese lapso de tiempo.

En la respuesta firmada por el Comisario 
Mayor  Carlos  Alberto  Tacconi,  en  su  calidad  de  Director 
General de Recursos Humanos de la Policía de Río Negro de 
fecha 23 de abril de 2021, se consignan algunos casos, donde 
empleados  policiales  estuvieron  involucrados  en  delitos 
relacionados a situaciones de violencia por razones de género, 
a saber: (téngase presente que dese 2021 a 2025 no hay datos 
oficiales informados a la Legislatura de Río Negro por falta 
de  respuesta  al  Pedido  de  Informes  elaborado  por  la 
legisladora  Ana  Marxs  y  acompañado  por  los  legisladores  y 
legisladoras  de  los  bloques  VAMOS  CON  TODOS  y  PJ-  NUEVO 
ENCUENTRO). 

- Caso del ex (AS-EG) Coseres, Chistian Davil, quién en 
fecha 25 de marzo de 2013, fue detenido en orden al 
delito de homicidio agravado por el vínculo (femicidio), 
resultando  víctima  fatal  Yanina  Beatriz  de  Yulis, 
también empleada policial.

- Caso del ex cabo (AS-E-G-) Correa Goiguin Eduardo David, 
denunciado  penalmente  por  su  pareja  también  empleada 
policial,  iniciándose  actuaciones  judiciales  por 
lesiones y amenazas calificadas. 

- Caso del agente (AS-EG) Zeballos, Santiago German. El 
Bolsón,  causa  caratulada  “Zeballos  Santiago  Germán 
s/Homicidio doblemente agravado”, teniendo como víctima 
a su hermana.

- Caso  del  agente  (As-EG)  Hunumilla,  Basilio  Silvano, 
GENERAL  ROCA.  Autos  caratulados  “Cayuleo,  Evangelina 
Inocencia s/Homicidio agravado”. 

- Caso  del  sargento  primero  (AS-EG)  Seguel,  Alfredo 
Leonardo, en relación a los autos caratulados: “Giménez 
Ines s/femicidio en grado de tentativa y homicidio en 
grado de tentativa”. Villa Regina. 
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El  último  informe  de  la  agrupación 
AhoraQueSíNosVen  indica  que  desde  principios  del  año  2025 
hasta el día de la fecha, a nivel nacional, integrantes de las 
fuerzas de seguridad cometieron 13 femicidios y otros tantos, 
intentos  de  femicidio. 
https://www.diariopopular.com.ar/policiales/crecen-los-
femicidios-cometidos-efectivos-las-fuerzas-seguridad-n855323

El  caso  de  Stefanía  de  San  Carlos  de 
Bariloche, así como otros casos de femicidios o intentos de 
femicidio donde están involucrados agentes de la Policía de 
Río Negro, deja a las claras que resulta necesario que la 
Policía de Río Negro adecue su legislación a los lineamientos 
dispuestos por la normativa nacional en materia de violencia 
de género cometida por agentes de fuerzas de seguridad, además 
de la legislación nacional, internacional y local citada.

En virtud de las consideraciones de esté 
acápite,  proponemos  el  artículo  7,  mediante  el  cual  se 
incorporan  los  artículos  56  bis,  56  ter  y  56  quater, 
modificando la Ley Orgánica de la Policía de Río Negro, nro. S 
n 5184.

LA LEY MICAELA Y SU APLICACIÓN EN RIO NEGRO

La  ley  “Micaela”  nº  27.499  para  la 
capacitación obligatoria en Género y Violencia de género para 
todas las personas que se desempeñen en la función pública en 
los tres poderes del Estado y su adhesión en la Provincia de 
Río Negro, mediante la ley 5.410, ha sido aplicada en forma 
insuficiente.

Tal es así que, en el informe firmado 
por Licenciado Franco Consiglio, Subsecretario de Prevención 
del Delito y Participación Comunitaria de la Secretaría de 
Seguridad y Justicia de Río Negro, de fecha 15 de abril de 
2021, se indicó que, en caso de la Policía de Río Negro, se le 
otorgaron “vacantes” para la realización del curso pertinente.

De  ello  se  infiere  que  no  todos  los 
empleados y empleadas de la Policía de Río Negro, han cumplido 
con la capacitación obligatoria. Sólo aquellos que accedieron 
a las “vacantes” otorgadas.

Lo mismo ocurre con otros organismos del 
Estado que no pueden acreditar que dicha capacitación haya 
sido  cumplimentada  en  forma  suficiente  a  todos  los 
trabajadores y funcionarios del estado provincial.

CONCLUSIÓN

https://www.diariopopular.com.ar/policiales/crecen-los-femicidios-cometidos-efectivos-las-fuerzas-seguridad-n855323
https://www.diariopopular.com.ar/policiales/crecen-los-femicidios-cometidos-efectivos-las-fuerzas-seguridad-n855323
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Una de las herramientas para prevenir y 
erradicar  la  violencia  por  razones  de  género  desatada  de 
manera cada vez más cruel contra las mujeres y diversidades en 
Río  Negro,  es  la  declaración  de  emergencia  en  el  ámbito 
provincial  desde  una  perspectiva  intercultural,  lo  cual 
implica  necesariamente,  poner  a  disposición  de  la 
Subsecretaria de Políticas Contra las Violencias por Motivos 
de  Género,  del  Ministerio  de  Seguridad  y  Justicia  de  la 
Provincia de Río Negro y del Consejo de Comunidades Indígenas 
(CoDeCI), los recursos suficientes para la ejecución de una 
serie de medidas que contribuyan a prevenir y a garantizar la 
seguridad de las mujeres y diversidades, con el consiguiente 
castigo efectivo a los victimarios.

Entendemos que la mejor manera de honrar 
a las víctimas es seguir en la lucha por justicia y trabajando 
en  distintas  herramientas  legislativas  y  ciudadanas  para 
prevenir y combatir todas las formas que asume la violencia 
por razones de género en nuestra provincia de Río Negro.
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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO

SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y

  

Artículo 1º.- Declárase en todo el territorio de la Provincia 
de Río Negro, la emergencia pública intercultural en materia 
de violencia contra mujeres y diversidades a partir de la 
sanción de la presente y hasta el 31 de diciembre de 2027.

Artículo 2º.- Dispónganse las medidas presupuestarias a los 
fines de:

a) Implementar la ley provincial S nº 4510 en todo el 
territorio provincial, mediante la cual se crea en el 
ámbito  de  la  Policía  de  Río  Negro  las  Oficinas 
Tutelares de la Mujer, el Niño y la Familia, en el 
marco del artículo 48 de la ley provincial S nº 1965 y 
artículo  16  de  la  ley  provincial  D  nº  3040  y  sus 
modificatorias.

b) Ampliar la presencia territorial de los Sistemas de 
Atención Territorial (SAT) que contemple a todas las 
localidades  de  la  provincia  con  alcance  a  las 
comisiones de fomento y habitantes de zonas rurales de 
la provincia. Los mismos deben brindar los servicios 
indispensables  para  proporcionar  a  las  mujeres  y 
diversidades  víctimas  de  violencia  por  razones  de 
género y a su grupo familiar, la atención integral en 
las áreas psicológica, sanitaria, social, económica y 
jurídica.

c) Crear  en  el  ámbito  de  las  oficinas  de  las  zonas 
andina,  Atlántica,  Sur  y  Valle  del  Consejo  de 
Desarrollo de Comunidades Indígenas (CoDeCI), un “área 
de género y diversidad” dedicada tanto al abordaje de 
víctimas  de  violencia  integrantes  de  comunidades  y 
población  mapuche,  como  así  también  efectuar  las 
derivaciones  que  correspondan  a  instituciones 
competentes en la temática de violencia. Se destina 
una  partida  presupuestaria  que  permita  el 
funcionamiento del Área de género central en el ámbito 
de dicho organismo.
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d) Establecer en todo el territorio provincial, una red 
de contención social y sanitaria entre el Estado y 
Organizaciones  No  Gubernamentales  especializadas  en 
violencia  de  género,  estableciendo  las  acciones  de 
difusión y contención necesarias.

e) Las medidas de restricción de acercamiento y todas las 
que  se  ordenen  en  el  ámbito  judicial  impuestas  al 
agresor,  siempre  deben  ser  entendidas  en  pos  de 
resguardar a la víctima, a la población afectada y, 
sobre todo, a las infancias y adolescencias. 

f) Disponer de las partidas presupuestarias suficientes a 
los fines de que la línea telefónica gratuita nacional 
144, garantice un funcionamiento efectivo y oportuno 
en todo el territorio de la Provincia de Río Negro. 
Los  funcionarios  públicos  que  no  cumplan  con  esta 
obligación podrán ser denunciados ante la Fiscalía de 
Investigación  Administrativa  o  ante  el  fuero  penal 
correspondiente  por  el  delito  de  incumplimiento  de 
funcionario público.

g) Implementar  en  todo  el  territorio  rionegrino, 
programas de acompañantes y de promotoras comunitarias 
para la prevención de las violencias de género y para 
el sostenimiento de la estrategia de autovalimiento de 
las  mujeres  y  diversidades,  cuyas  funciones  serán 
remuneradas de acuerdo a la legislación vigente bajo 
los criterios de urgencia que determina la emergencia 
declarada mediante la presente ley

h) Implementar en todo el territorio provincial -donde 
aún no funcionen- las “Casas Refugio” como instancias 
de tránsito para la atención y albergue de las mujeres 
y diversidades víctimas de violencia de género y sus 
hijos e hijas en aquellos casos en que la permanencia 
en su domicilio implique una amenaza a su integridad 
física, psicológica y/o sexual. 

i)Fortalecer las Casas Refugio ya creadas, asignando un 
presupuesto suficiente y permanente que garantice su 
funcionamiento de acuerdo al incremento de la canasta 
básica  total  (CBT)  establecida  por  el  Instituto 
Nacional  de  Estadísticas  y  Censos  (INDEC)  o  el 
organismo que en el futuro lo reemplace.

j) Otorgar a las mujeres y diversidades que se encuentren 
en  situación  de  emergencia  socio-económica  y/o 
habitacional,  una  asignación  económica  mensual 
equivalente al costo de la canasta básica alimentaria 
(CBA)  dispuesta  por  el  Instituto  Nacional  de 
Estadísticas y Censos (INDEC) o el organismo que lo 
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reemplace, además de un monto correlativo al precio de 
mercado para el alquiler de una vivienda destinada a 
albergar a la víctima e hijos/as convivientes durante 
el tiempo en que los mismos se encuentren fuera de sus 
domicilios y/o hasta tanto se reinserten laboralmente 
según cada caso. 

k) Brindar,  en  todo  el  territorio  provincial,  acceso 
gratuito,  rápido,  transparente  y  eficaz  a  los 
servicios sanitarios (médico, psicológico y social), 
legales y socio-laborales que asisten a las mujeres 
víctimas de violencia de género, en coordinación con 
las agencias del Estado.

l) Los  registros  públicos  que  las  autoridades  puedan 
implementar en cumplimiento de la presente ley, deben 
preservar y resguardar la identidad de la víctima.

Artículo 3º.- Facultase  al  Poder  Ejecutivo  a  disponer  y 
reasignar  las  partidas  presupuestarias  necesarias  para 
afrontar la emergencia que se declara por la presente, las que 
tienen  como  finalidad  la  prevención  y  tratamiento  de  la 
violencia contra las mujeres y diversidades.

Artículo 4º.- El Poder Ejecutivo  adopta y dicta las medidas 
necesarias y urgentes para la implementación de la presente 
ley a través de las áreas competentes y en coordinación con 
los Consejos de la Mujer, unidades del Ministerio Público y 
del Poder Judicial, a lo largo del territorio rionegrino.

Artículo 5º.- Créase el  Registro de Mujeres y Diversidades 
“Desaparecidas y extraviadas por posible violencia por razones 
de  género”,  en  el  cual  se  inscriben  los  casos  ocurridos 
durante los últimos diez (10) años, así como de víctimas de 
Femicidio y Transfemicidio/Transvicidio, el cual funciona en 
el ámbito de la autoridad de aplicación en coordinación con 
las Unidades del Ministerio Público y el Poder Judicial.

Artículo 6°.- La autoridad de aplicación lleva adelante un 
relevamiento respecto al cumplimiento efectivo de la ley nº 
27499 “Ley Micaela” y su adhesión a través de la ley nº 5410 
en todos los organismos del gobierno provincial. Se disponen 
las  partidas  presupuestarias  suficientes  para  implementar 
dentro de los primeros 6 meses a contar de la entrada en 
vigencia de la presente ley, cursos y encuentros de formación 
a realizarse, en lo posible, en forma presencial en todo el 
territorio provincial.

Artículo 7°.- Incorpóranse a la ley S nº 5184 -Ley Orgánica 
de la Policía de Río Negro-, los artículos 56 bis, ter  y 
quater,  los  que  quedan  redactados  de  la  siguiente  manera, 
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debiéndose adecuar toda la normativa disciplinaria en función 
de la presente ley: 

“Artículo  56  bis.-  Créanse  los  CENTROS  INTEGRALES  DE 
GÉNERO, cuya misión es: 

a. Recibir, canalizar y dar respuesta a cuestiones 
vinculadas a la violencia de género suscitada en 
el ámbito laboral y doméstico cuando se encuentre 
involucrado personal de la institución.

b. Desarrollar  iniciativas  con  el  fin  de  generar 
condiciones de  igualdad entre varones, mujeres e 
identidades de género diversas. 

Artículo  56  ter.  Procédase  a  la  restricción  de  la 
portación, tenencia y transporte del arma de dotación al 
personal de la Policía de Río Negro en los casos en que 
exista denuncia por violencia por razones de género  en 
los casos que sea considerado aconsejable en virtud de 
las circunstancias y gravedad del caso y de acuerdo a las 
siguientes modalidades: 

a) Restricción  preventiva:  Se  aplica  este  tipo  de 
restricción,  aun  no  mediando  medida  cautelar 
dictada  por  la  autoridad  judicial  competente  y 
luego de la evaluación en concreto de una o más 
denuncias presentadas contra un o una agente de la 
Policía de Río Negro que sugieran que el arma de 
dotación  pueda  representar  un  riesgo  inminente 
para la víctima.

b) Restricción  con  medida  cautelar  dictada  por 
autoridad judicial competente: Se aplica cuando el 
personal  se  viera  alcanzado  por  alguna  de  las 
medidas dispuestas por los artículos 26° de la Ley 
Nº 26.485 y/o 4º de la Ley 24.417. 

La restricción puede ser parcial cuando 
se permita a la persona afectada por la medida, 
utilizar el arma de dotación solamente durante la 
jornada  laboral,  debiendo  depositarla  en  la 
armería de su destino al culminar la misma.

La  restricción  es  total,  ante  la 
valoración de un caso grave, como abuso sexual, 
tentativa  de  abuso  sexual,  lesiones  graves, 
intento de homicidio/femicidio o femicidio cuando 
el  personal  denunciado  se  encuentre  detenido  a 
disposición  de  la  justicia  ante  la  posible 
comisión de un ilícito.
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Artículo  56  quater.- Créase  el  REGISTRO  PROVINCIAL  DE 
PERSONAL  CON  ANTECEDENTES  EN  CASOS  DE  VIOLENCIA  POR 
RAZONES  DE  GÉNERO,  en  el  cual,  la  autoridad  de 
aplicación,  debe  registrar  los  casos  de  agentes  de  la 
Policía de Río Negro indicados en el inciso a y b del 
artículo 56° ter y la totalidad de los informes médicos, 
jurídicos  y  psicológicos  pertinentes  en  el  caso  de 
levantamiento de la medida dispuesta.

En todos los casos previstos en el artículo 
56  ter,  interviene  una  Junta  de  Reconocimientos  de 
Médicos  a  fines  de  evaluar  el  estado  psicofísico  del 
personal denunciado, como así también su aptitud para la 
portación de armamento". 

Artículo 8°.- Es autoridad de aplicación de la presente, la 
Subsecretaría de Políticas Contra las Violencias por Motivos 
de Género, dependiente del Ministerio de Desarrollo Humano, 
Deporte y  Cultura y el Ministerio de Seguridad y Justicia en 
aquellas cuestiones en las que resulte competente.

Artículo 9°.- De forma.


